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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 110/2025/2
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDADES DEMANDADAS: i) SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; ii) JUNTA DIRECTIVA DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; iii) DIRECTORA GENERAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; iv) SECRETARIO DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. v) REGISTRADORA DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL CUARTO DISTRITO JUDICIAL EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, CON RESIDENCIA EN CÁRDENAS, S.L.P.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.
COLABORÓ: LICENCIADO JOSE DE JESUS GUERRERO ANGUIANO: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a trece de julio de dos mil veintiséis. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 110/2025, y;
R E S U L T A N D O

I. Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el veintiocho de enero de dos mil veinticinco, compareció el C. **********, por su propio derecho, a demandar a las siguientes autoridades demandadas: i) Secretario General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; ii) Junta Directiva del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; iii) Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; iv) Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y v) Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, con residencia en Cárdenas, S.L.P.; por lo siguiente:
“ 
a) Del Secretario General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí impugno:

1. La irregular omisión en que incurrió al no vigilar, incluso oficiosamente, que la Directora del Instituto Registral y Catastral del Estado y especialmente la Licenciada **********, en su carácter de Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, con sede en Cárdenas, S.L.P., dieran cabal cumplimiento a los mandatos emanados de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí que al efecto se precisan en el escrito de demanda, a cuyo contenido me remito en obvio de repeticiones innecesarias.

2. El haber permitido con su irregular omisión administrativa, la anotada actividad administrativa irregular que les atribuyo a las restantes autoridades demandadas y que se encuentra debidamente detallada en el escrito de demanda, a cuyo contenido me remito, en obvio de repeticiones innecesarias.

3. A virtud de lo anterior, impugno también del Secretario General de Gobierno, su corresponsabilidad en la actividad administrativa irregular en que, según se detalla en el escrito de demanda, a cuyo contenido me remito en obvio de repeticiones innecesarias. incurrieron la Directora del Instituto Registral y Catastral del Estado y, especialmente, la Licenciada **********, en su carácter de Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, con sede en Cárdenas, S.L.P., acorde a lo mandado por el artículo 84 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.

4. La omisión en supervisar, incluso oficiosamente, que las referidas servidoras públicas, quienes se encuentran sujetas a su dirección y sectorización, cumplieran con los mandatos establecidos por los artículos 16 y 48 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, por los motivos que se puntualizan en el escrito de demanda, a cuyo contenido me remito en obvio de repeticiones innecesarias.

5. La omisión en supervisar, incluso oficiosamente, que el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí ejerciera sus atribuciones en materia registral y catastral con estricto apego a la normatividad invocada en el caso por el suscrito en el escrito de demanda, a pesar de que dicho Instituto se encuentra sectorizado a la Secretaría General de Gobierno, conforme a lo estatuido por el artículo 135 La Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

b) De la Junta Directiva del Instituto Registral y Catastral:

1. La omisión en supervisar, vigilar y atender, incluso oficiosamente, las actividades administrativas irregulares cometidas por la Licenciada ********** en su carácter de Registradora del Instituto Registral y Catastral en Cárdenas, S.L.P., mismas que se puntualizan en el escrito de demanda, a cuyo contenido me remito en obvio de repeticiones innecesaria.

2. La omisión en revisar, oficiosamente, la eficiencia y eficacia de las funciones administrativas realizadas por la Licenciada **********, en su carácter de Registradora del Instituto Registral y Catastral en Cárdenas, S.L.P., particularmente respecto de los hechos específicos que le atribuyo en mi escrito de demanda, a cuyo contenido me remito en obvio de repeticiones innecesarias; y, el haber atentado con ello contra la seguridad y la certidumbre que debe brindar el Instituto respecto a los actos jurídicos vinculados con las atribuciones de ese organismo.

3. A virtud de las apuntadas omisiones, impugno también de las autoridades en cita, su corresponsabilidad en los daños y perjuicios que por la comisión de la expresada actividad administrativa irregular se causaron al suscrito, en los términos del artículo 157 de la ley de la materia y que me deben por ello ser resarcidos.

c) De la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado:

1. La omisión en asignar y dotar al Instituto Registral y Catastral del Estado de los recursos financieros con los que debe contar, conforme a lo estatuido por la normatividad invocada al efecto en el escrito de demanda, lo anterior a pesar de que, acorde con la invocada normatividad, tal obligación encuadra dentro del ámbito de atribuciones de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, la cual, por ende, debe proveer los recursos económicos necesarios para que me sea cubierta la indemnización patrimonial cuyo pago demando.

d) De la Licenciada Laura Aidé Sánchez Sifuentes, Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, con residencia en Cárdenas, S.L.P  la actividad administrativa irregular que le impugno y atribuyo, consiste y emana del contenido integral de la sentencia ejecutoria dictada el siete de febrero de dos mil veinticuatro por esa Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa dentro del expediente número **********, en la cual este órgano jurisdiccional declaró expresamente la existencia de tal actividad administrativa irregular de que me duelo y, por ello, decretó la nulidad del acto administrativo que fue impugnado por el suscrito dentro de dicho juicio.

C.- Prestaciones reclamadas:

a) - La cantidad de **********, por concepto de Daño Moral con Efectos Patrimoniales, derivado del hecho de que con la conducta dolosa, desprestigiante, de mala fe, deshonesta, ilegal e infamante con la cual actuó la Registradora del Instituto Registral y Catastral del IV Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, quien tiene su residencia en Cárdenas, S.L.P…

b) La cantidad de **********  por concepto de las consecuencias del agravamiento de mis trastornos cardiacos, y por ende la disminución de mi salud orgánica y la mengua de mi expectativa de vida, resultado directo del Daño Moral,…

c) La cantidad de **********  por de Daño Moral, inmaterial o extrapatrimonial, como consecuencia de la responsabilidad administrativa que atribuyo a cada una de las citadas autoridades,…

 La cantidad de **********  por concepto de reparación integral en su dimensión material a futuro,...”
II. Tramite del Juicio. Por auto de dos de abril de dos mil veinticinco se admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a las autoridades demandadas; enseguida por auto de doce de junio de dos mil veinticinco se tuvo a las autoridades por contestando la demanda, se admitieron pruebas, y se fijaron las doce horas del dos de julio de dos mil veinticinco para celebrar la audiencia de ley. 
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se precisó que ninguna de las partes formuló alegatos, y; finalmente se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí; en virtud de que se trata de una reclamación en la vía contenciosa administrativa de responsabilidad patrimonial, suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.  
Por lo que respecta a la personalidad de la parte actora para instar el presente juicio, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio; y en cuanto a su interés jurídico, está plenamente acreditado con las documentales que acompaño a su escrito inicial de demanda -visibles a fojas 38 a la 148-.
Tocante a las autoridades demandadas; comparecieron a juicio el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; **********, en su carácter de Subsecretario de Derechos Humanos y Asuntos Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí;  **********, en su carácter de Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial en el Municipio de Cárdenas, S.L.P.; **********, en su carácter de Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado; quienes acreditaron su calidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, visible a fojas 176, 185, 2025, 230 a la 238 respectivamente.
Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, 74, 90 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo de entrar al análisis del fondo del asunto, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio.
Al respecto, las enjuiciadas en su contestación de demanda hacen valer las excepciones, que hacen consistir en (FALTA DE LEGITIMACION PASIVA AD CAUSAM, SIN ACCIÓN, FALTA DE ACCION Y DERECHO, INEXISTENCIA DEL DAÑO E IMPROCEDENCIA DE LAS CANTIDADES RECLAMADAS, NON MUTATIS LIBELLI), así como el apartado relativo a las consideraciones que a su juicio impiden se emita la decisión en cuanto al fondo, o demuestren que no ha nacido o que se ha extinguido el derecho en el que el actor apoya su demanda, en el cual hacen valer la causal de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracciones X, XI, así como 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
A juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los planteamientos de la autoridad demandada y los razonamientos en los cuales se sustentan las excepciones opuestas, e improcedencia y sobreseimiento, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, toda vez que se encuentran estrechamente vinculadas con el análisis de la indemnización que reclama la parte actora, o en su caso, incluso con su existencia. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de lo argumentado por la parte actora y lo refutado por las enjuiciadas respecto de la responsabilidad patrimonial que se reclama en el juicio que nos ocupa.

CUARTO. Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas de la 18 a la 36, y  –escrito de demanda- del presente sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

QUINTO. Estudio y Determinación de fondo. Del análisis integral del escrito inicial de demanda y del diverso mediante el cual el promovente dio cumplimiento al requerimiento formulado por esta Sala, se advierte que sustenta su pretensión, en esencia, en los siguientes hechos:

· Afirma ser propietario de un inmueble ubicado en el municipio de Cárdenas, San Luis Potosí, en el que se encuentra asentado el fraccionamiento denominado “Santa Mónica”, respecto del cual refiere haber celebrado diversas operaciones de compraventa de lotes.

· Señala que el ocho de marzo de dos mil veintidós, con motivo de una operación de compraventa, el Notario Público número uno, con ejercicio en el Distrito Judicial de Cárdenas, solicitó a la oficina registral correspondiente la expedición de un certificado de libertad de gravamen y la anotación de un segundo aviso preventivo.

· Expone que dichas solicitudes fueron rechazadas mediante la boleta número **********, emitida por la Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial.

· Sostiene que, como consecuencia de ese rechazo, se le impidió continuar con la venta de lotes; que se vio obligado a terminar contratos de compraventa y devolver cantidades recibidas; que disminuyeron sus ingresos; que sufrió desprestigio respecto de la regularidad del fraccionamiento; y que se agravaron diversos padecimientos de salud.

· Hace depender la demostración de la actividad administrativa irregular y del nexo causal, principalmente, de la sentencia dictada el siete de febrero de dos mil veinticuatro en el expediente 352/2022/2, en la que se declaró la ilegalidad e invalidez de la boleta de rechazo en mención.

De lo anterior, la premisa esencial de la demanda consiste en que la sentencia favorable obtenida en el juicio anterior sería suficiente para tener por configurada la responsabilidad patrimonial y, a partir de ella, atribuir a todas las autoridades demandadas las consecuencias económicas, personales y morales narradas.

Esa premisa es jurídicamente incorrecta, ya que la sentencia constituye, en su caso, un antecedente relevante para examinar la existencia de una actividad administrativa irregular, pero no sustituye la demostración del daño ni, especialmente, de la relación causal.

Aunado a lo anterior, del análisis de la sentencia definitiva dictada el siete de febrero de dos mil veinticuatro en el expediente ********** del índice de ésta Segunda Sala Unitaria, se advierte que el acto impugnado en dicho juicio fue exclusivamente la boleta de rechazo número **********, emitida por la Registradora del Instituto Registral y Catastral del Cuarto Distrito Judicial en el Estado; en la que se declaró la ilegalidad e invalidez de ese acto por las razones concretamente desarrolladas en la propia sentencia, se ordenó dejarlo sin efectos, dar trámite a las solicitudes presentadas y emitir una nueva determinación debidamente fundada y motivada, congruente y exhaustiva.

A mayor abundamiento, el juicio anterior tuvo por objeto calificar la legalidad de una boleta concreta, emitida por una autoridad registral determinada, y no resolver una acción de responsabilidad patrimonial ni fijar consecuencias indemnizatorias. Por tanto, aquella sentencia no reconoció al actor un derecho sustantivo, definitivo e incondicionado a obtener la inscripción solicitada; tampoco determinó que el fraccionamiento “Santa Mónica” se encontrara regularizado para todos los efectos legales; ni se declaró que las operaciones comerciales necesariamente debieran celebrarse o concluirse; y no estableció que se hubiera producido daño patrimonial, personal, moral, reputacional o futuro alguno.

Así mismo, tampoco atribuyó responsabilidad a la Secretaría General de Gobierno, a la Secretaría de Finanzas ni a la Junta Directiva del Instituto Registral y Catastral o a su Dirección General. 

En consecuencia, dicha multicitada sentencia acredita que existió un acto administrativo declarado ilegal; sin embargo, no acredita por sí sola que ese acto haya sido causa directa, inmediata y jurídicamente relevante de todas las afectaciones invocadas en esta controversia.
Al respecto, las autoridades demandadas sostienen, medularmente, que la parte actora carece de acción y derecho para obtener la indemnización, porque no expone ni demuestra de manera suficiente que las afectaciones alegadas hubieran derivado de la actividad administrativa irregular; es decir, señalan que no existen elementos que evidencien el nexo causal entre la boleta de rechazo y los daños reclamados. 

Así mismo, precisan que la responsabilidad patrimonial exige la concurrencia de una actividad administrativa irregular, un daño cierto y la relación causal entre ambos, por lo que la declaración de nulidad de la boleta no produce como consecuencia una obligación indemnizatoria. 

En lo sustancial, dichas defensas son acertadas, toda vez que la responsabilidad patrimonial no puede construirse colectivamente ni extenderse a diversas entidades por la sola circunstancia de pertenecer a la Administración Pública Estatal, ya que es necesario identificar la conducta atribuible a cada entidad, el deber jurídico incumplido, la lesión producida y la incidencia causal de esa conducta en el resultado.
Resulta importante señalar lo que establece la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, específicamente en sus artículos 2°, 5°, 6°, 20, 21, 25, 26, 27 y 34, de los cuales se deduce que la responsabilidad patrimonial es objetiva y directa, y para determinar si existe responsabilidad por parte del Estado, es indispensable demostrar el daño sufrido y el nexo causal con la actividad del Estado. 

Para mayor claridad, se transcriben los dispositivos legales en cita:

“LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ

...

“ARTÍCULO 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del Estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. 

Se considerará actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.
...
ARTÍCULO 5º. La responsabilidad patrimonial es objetiva y directa; la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en la presente Ley y en las disposiciones legales a que se hace referencia en la misma. 
ARTÍCULO 6º. Se exceptúan de la obligación de indemnizar los daños ocasionados por fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar, con los conocimientos científicos y recursos técnicos y materiales que sea accesibles a la entidad responsable. 

Los daños y perjuicios personales y materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada habrán de ser reales, cuantificables en dinero y directamente relacionados con una o varias personas.
CAPÍTULO III

DEL PROCEDIMIENTO
ARTÍCULO 20. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial del Estado solo se podrán iniciar a petición de parte interesada o de quien legítimamente lo represente.
ARTÍCULO 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.
ARTÍCULO 25. La nulidad o anulabilidad de los actos administrativos en la vía administrativa o por la vía contenciosa administrativa, no presupone por sí misma derecho a la indemnización.
ARTÍCULO 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios:

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final.
ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley.
En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas. 
...
CAPÍTULO IV

DE LA CONCURRENCIA
ARTÍCULO 34. En los casos en que se presente concurrencia de dos o mas entidades, acreditada la lesión patrimonial en los términos del artículo 27 del presente ordenamiento, el pago de la indemnización que corresponda se distribuirá proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada de acuerdo al grado de participación.
Para los efectos de la distribución a que se hace referencia en el presente artículo, las autoridades administrativas o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en su caso, tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo a cada caso concreto

I. A cada entidad deben atribuirse los hechos o actos causantes de la lesión patrimonial que provengan de su propia organización y operación; 

II. A las entidades de las cuales dependan otra u otras entidades, sólo se les atribuirán los hechos o actos causantes de la lesión patrimonial cuando las segundas no hayan podido actuar en forma autónoma; 
III. A las entidades que tengan la obligación de vigilancia respecto de otras, sólo se les atribuirán los hechos o actos causantes de lesión patrimonial cuando de ellas dependiera el control y supervisión total de las entidades vigiladas;
IV. Cada entidad responderá por los hechos o actos que lesionen el patrimonio de particulares que hayan ocasionado los servidores públicos a su servicio;
V. La entidad que tenga la titularidad competencial o la del servicio público y que con su actividad haya producido los hechos o actos que lesionen el patrimonio de particulares, responderá de la reparación de los mismos, sea por prestación directa o por colaboración interorgánica;
VI.  La entidad que haya proyectado obras que hubieran sido ejecutadas por otra, responderá de los hechos o actos causantes de lesión patrimonial, cuando las segundas no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, las entidades ejecutoras responderán de los hechos o actos producidos cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado por otra entidad o dependencia del Estado, y 
Cuando en los hechos o actos concurra la intervención de la autoridad federal y la local, la primera responderá conforme a la legislación federal aplicable, mientras que la segunda responderá únicamente en la parte correspondiente a su responsabilidad patrimonial, conforme a la legislación local.”
Atendiendo a lo anterior, la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. 

Se entiende por actividad administrativa irregular, para efectos de dicha Ley, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.

Así, para justificar la responsabilidad patrimonial del Estado, a nivel legal, es necesario colmar los siguientes extremos:

1.
Daño o perjuicio causado (real y directo).
2.
Actividad administrativa irregular (responsabilidad objetiva).
3.
Nexo de causalidad.
En el orden establecido, es a partir de la demostración del daño, a fin de que a virtud de dicho elemento se analice la causa del mismo, es decir que surja por la actividad administrativa irregular de la Administración Pública y finalmente el nexo de causalidad entre ambas.

Respecto al primer elemento, la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 6°, dispone que: los daños y perjuicios personales y materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada habrán de ser reales, cuantificables en dinero y directamente relacionados con una o varias personas.

De manera asociada a la acreditación del daño, el particular debe acreditar que no tiene obligación jurídica de soportarlo.

En lo relativo al segundo elemento, la actividad irregular del Estado, como quedo señalado en párrafos anteriores, la ley establece una definición basada en los efectos de la misma, estableciendo en ese sentido que se considera actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.

La actividad del Estado es regular o normal si no causa un daño al gobernado, pero si lo causa, sin que el gobernado tenga la obligación jurídica de soportarlo esa actividad se torna irregular, y en tal caso se responsabiliza al Estado por su actividad anormal, objetivándose de esa manera la responsabilidad, al vincularse la figura con elementos objetivos, como son, las normas jurídicas cuyo deber de aplicarlas entrañan un principio de legalidad elemental en el marco del Estado de Derecho y sus funciones.

Sirve de apoyo a lo anterior, lo sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que enseguida se cita:

“Registro digital: 169428. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 43/2008    Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Junio de 2008, página 719. Tipo: Jurisprudencia.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y SUBJETIVA. La adición al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, tuvo por objeto establecer la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados en los bienes y derechos de los ciudadanos, otorgándole las características de directa y objetiva. La diferencia entre la responsabilidad objetiva y la subjetiva radica en que mientras ésta implica negligencia, dolo o intencionalidad en la realización del daño, aquélla se apoya en la teoría del riesgo, donde hay ausencia de intencionalidad dolosa. Por otra parte, del contenido del proceso legislativo que dio origen a la adición indicada, se advierte que en un primer momento el Constituyente consideró la posibilidad de implantar un sistema de responsabilidad patrimonial objetiva amplia, que implicaba que bastaba la existencia de cualquier daño en los bienes o en los derechos de los particulares, para que procediera la indemnización correspondiente, pero posteriormente decidió restringir esa primera amplitud a fin de centrar la calidad objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado a los actos realizados de manera irregular, debiendo entender que la misma está desvinculada sustancialmente de la negligencia, dolo o intencionalidad, propios de la responsabilidad subjetiva e indirecta, regulada por las disposiciones del derecho civil. Así, cuando el artículo 113 constitucional alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un daño al particular "con motivo de su actividad administrativa irregular", abandona toda intención de contemplar los daños causados por la actividad regular del Estado, así como cualquier elemento vinculado con el dolo en la actuación del servidor público, a fin de centrarse en los actos propios de la administración que son realizados de manera anormal o ilegal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.

Acción de inconstitucionalidad 4/2004. Diputados integrantes de la Tercera Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 7 de febrero de 2008. Unanimidad de diez votos. Ausente y Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia hizo suyo el asunto Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Eduardo Delgado Durán.

El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 43/2008, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho.”
De igual manera, se desprende que el legislador excluyó que toda declaración de invalidez administrativa o jurisdiccional se transforme automáticamente en responsabilidad patrimonial. Por tanto, la indemnización sólo procede cuando, además, se acrediten todos los elementos de la responsabilidad.

Así mismo, se establece que la lesión patrimonial a consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse conforme a los siguientes criterios:  i) cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa y la lesión deberá demostrarse de manera plena; y ii) cuando exista causalidad única o concurrencia de hechos, condiciones causales o participación de otros agentes, deberán identificarse con precisión los hechos relevantes para la producción del resultado final.

Finalmente, se prevé, como regla general, que la responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones; y cuando la lesión derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de demostrar la regularidad de la actuación omitida corresponde a éstas.
Ahora bien, en el presente asunto, el actor propone, de manera implícita, la siguiente cadena causal: 
1) boleta de rechazo; 
2) imposibilidad de continuar vendiendo; 
3) terminación de contratos; 
4) devolución de cantidades; 
5) reducción de ingresos; 
6) falta de atención médica; 
7) agravamiento de enfermedades; 
8) desprestigio; 
9) daño moral; y 
10) pérdida de oportunidades futuras.

No obstante, las manifestaciones expresas y los documentos exhibidos por la parte actora no se encuentran respaldados por elementos objetivos, convergentes y suficientes que expliquen la secuencia causal, ya que no generan convicción plena; además de que el actor en ningún momento acreditó que la terminación de contratos o la devolución de cantidades tuviera como causa exclusiva la actividad administrativa irregular; ni que la existencia de padecimientos (diagnósticos, atenciones o tratamientos) fueron por causa de la boleta de rechazo.
A mayor abundamiento, respecto del daño moral, la parte actora debía demostrar una afectación real a sus sentimientos, reputación, honor, vida privada u otro bien extrapatrimonial, así como su conexión causal con una conducta atribuible a las entidades demandadas. La nulidad de la boleta no demuestra por sí misma esa afectación. 

En cuanto al daño personal, la existencia de padecimientos no permite concluir que fueron producidos o agravados por el acto administrativo; la causalidad médica requiere de sustento técnico e idóneo; la reparación material futura tampoco puede fijarse sobre expectativas genéricas de comercialización. 
Por tanto, de la valoración de los hechos y de las pruebas en su conjunto, se concluye que no demuestra la existencia de una relación causal entre el acto declarado ilegal y cada uno de los daños reclamados.
Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio que consagra:
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NOCIÓN DE NEXO CAUSAL PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL PAGO INDEMNIZATORIO CORRESPONDIENTE. En el ámbito de la responsabilidad patrimonial del Estado, uno de los elementos para la procedencia del pago indemnizatorio correspondiente lo es la demostración del nexo causal entre la lesión producida y la actividad administrativa irregular desplegada, pues tanto a nivel doctrinario como legal -específicamente en el artículo 21 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado- se exige la demostración de tal aspecto. En este contexto, el nexo causal se concibe como un conector capaz de asociar dos o más eventos en una relación causa-efecto de correspondencia, basado en el principio de razón suficiente; esto es, supone que se constate o verifique la interrelación de determinados eventos -antecedente y consecuente- a partir de un análisis fáctico para determinar si los sucesos ocurridos concurren y determinan la producción del daño. Es así que el concepto de relación causal resulta relevante e indispensable para verificar si se configura la responsabilidad patrimonial de la administración pública, lo cual implica el análisis, en su caso, de un conjunto complejo de hechos y condiciones que pueden ser autónomos entre sí o dependientes unos de otros, reduciéndose el problema en fijar qué hecho o condición puede ser relevante en sí mismo para obtener el resultado final; en otras palabras, poder anticipar o prever si a partir de ciertos actos u omisiones se da la concurrencia del daño era de esperarse en la esfera normal del curso de los acontecimientos o si, por el contrario, queda fuera de este posible cálculo, de forma que sólo en el primer caso, si el resultado corresponde con la actuación que lo originó, es adecuado a ésta y se encuentra en relación causal con ella, sirve de fundamento al deber de indemnizar, aunado a que debe existir una adecuación entre acto y evento, a lo que se ha llamado la verosimilitud del nexo, y sólo cuando sea así, alcanza la categoría de causa adecuada, causa eficiente o causa próxima y verdadera del daño, lo cual excluye tanto a los actos indiferentes como a los inadecuados o no idóneos, así como a los absolutamente extraordinarios.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Registro digital: 2003141. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: I.4o.A.37 A (10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 2075. Tipo: Aislada”
Aunado a lo anterior, tampoco se acredita una conducta causalmente relevante atribuible, de manera individual, a la Secretaría General de Gobierno, a la Secretaría de Finanzas, a la Junta Directiva o a la Dirección General del Instituto Registral y Catastral. Respecto de la Registradora y del propio Instituto, aunque se identifica la relación orgánica con el acto anulado, no se acredita el nexo causal de los daños que se duele el actor.
Por todo lo anteriormente expuesto, a juicio de la suscrita Magistrada, los argumentos de la parte actora son infundados y, por tanto, insuficientes para demostrar la procedencia de su pretensión indemnizatoria. Lo anterior, porque aun cuando existe una sentencia firme que declaró ilegal e inválida la referida boleta de rechazo, de las constancias que integran el expediente no se acredita, de manera plena, una relación de causa y efecto entre la actividad administrativa irregular y cada una de las lesiones cuya reparación solicita; tampoco se demuestra una imputación concreta e individualizada respecto de todas las autoridades señaladas como demandadas.

En las relatadas condiciones, y en virtud de que la figura de la Responsabilidad Patrimonial del Estado, reconoce el derecho sustantivo a la indemnización al particular que, con motivo de la actividad administrativa irregular del Estado, le cause daño a sus bienes o derechos, conforme a las bases, límites y procedimientos que establecen las leyes, acorde a lo establecido en el numeral 109, último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que para que proceda la misma, deben actualizarse los requisitos consistentes en: 1) La existencia de un daño, 2) Que ese daño sea consecuencia de la actividad administrativa irregular, y 3) El nexo causal, es decir que la causa del daño derive de la actividad administrativa irregular del Estado, supuestos que en la especie no se actualizaron. 
Por último, en razón de que la parte actora no acreditó el nexo causal, resulta innecesario examinar la cuantificación de las cantidades reclamadas.
En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como 2, 5, 6, 7, 8, 21, 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; es de resolverse y se;
R E S U E L V E

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO. Se declara que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Quinto de la presente sentencia.

TERCERO. Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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